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       Washington D.C., 1 de agosto de 2026 

 

 

Señora Ministra 

Lenia Batres Guadarrama  

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

 

 

       

Ref. Amparo en revisión 91/2026 

       

           

Honorable Ministra, 

 

Las personas abajo firmantes, en nuestro propio nombre y en calidad de integrantes del Global Center 
for Legal Innovation on Food Environmentsi, nos dirigimos respetuosamente a usted, y por su 
intermedio, al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (Suprema Corte), en relación con el 
amparo de la referencia, para presentar argumentos desde la salud pública y el derecho internacional 
de los derechos humanos que respaldan la constitucionalidad de los artículos impugnados en el 
amparo de la referencia. Este documento se presenta sin mayores formalidades, cumpliendo con los 
requisitos establecidos por la ley, en particular, el artículo 598 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, supletorio de la Ley de Amparo, así como con base en los criterios de la Suprema Corte.ii  

El Global Center for Legal Innovation on Food Environments es una iniciativa que opera dentro del 
Instituto O’Neill para el Derecho y la Salud Nacional y Global de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Georgetown, en Washington, D.C. Se enfoca en generar conocimiento en el área del 
derecho, la salud y la alimentación saludable, contribuir a fortalecer los marcos jurídicos en el tema, 
establecer puentes con otras áreas del derecho y disciplinas, así como en generar enfoques jurídicos 
innovadores y contribuir a su aplicación en contextos específicos.  

Precisamente, la epidemia de enfermedades no transmisibles (ENT) asociadas a la mala alimentacióniii 
es uno de los problemas de salud global más importantes en la actualidad, que afecta la salud de la 
población, los derechos humanos de las personas y la sostenibilidad de los sistemas de salud,iv tiene 
impactos ambientales adversos y pone en riesgo el cumplimiento de las metas globales de desarrollo 
sosteniblev. 

https://oneill.law.georgetown.edu/projects/global-center-for-legal-innovation-on-food-environments/
https://oneill.law.georgetown.edu/projects/global-center-for-legal-innovation-on-food-environments/
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Este grave problema, así como la importancia de abordarlo para garantizar la efectiva protección de 
los derechos humanos de las personas en México, fueron reconocidos por la Honorable Suprema 
Corte al declarar que los artículos 212 y 215 de la Ley General de Salud y el sistema de etiquetado 
frontal de advertencia plasmado en la modificación a la Norma Oficial Mexicana NOM-051-SCFI/SSAI-
2010 no vulneran la libertad de comercio y concurrencia, la libertad de trabajo, ni el derecho a la 
igualdad, entre otros, y que por el contrario, tienen la finalidad de proteger y garantizar los derechos a 
la salud y a la alimentación adecuada, a través de desincentivar el consumo de productos que están 
asociados al desarrollo de ENT. vi Finalidad que también persiguen las medidas dirigidas a prohibir y 
restringir la disponibilidad y el marketingvii de productos comestibles y bebidas no saludables en 
entornos educativos, como las impugnadas en el amparo de la referencia. 

En el caso bajo estudio de la Suprema Corte, la quejosa ataca la prohibición de uso para la 
preparación, la venta y el expendio, así como de la publicidad de productos no saludables, incluidos 
aquellos que llevan elementos del etiquetado frontal de advertencia, en todas las instituciones del 
Sistema Educativo Nacional. Concretamente, la quejosa impugna la aplicación en las escuelas de 
educación media superior y superior del Acuerdo mediante el cual se establecen los Lineamientos 
generales a los que deberán sujetarse la preparación, la distribución y el expendio de los alimentos y 
bebidas preparados, procesados y a granel, así como el fomento de los estilos de vida saludables en 
alimentación, dentro de toda escuela del sistema educativo nacional, y su Anexo Único (el Acuerdo) 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de septiembre de 2024; en particular, los artículos 
Único; Transitorios Primero, Segundo, Tercero y Cuarto del Acuerdo; así como los artículos Primero, 
Segundo, Tercero, Cuarto, Séptimo, Décimo Primero, Décimo Segundo, Décimo Tercero, Décimo 
Cuarto, Vigésimo Primero, Vigésimo Segundo y el contenido del Anexo Único. 

A efecto de presentar los argumentos que desde la salud pública y los derechos humanos respaldan la 
medida atacada, nos referiremos, en un primer momento, a la epidemia de ENT y su impacto. A 
continuación, expondremos sobre las recomendaciones de salud pública en entornos escolares, y en 
particular, sobre las medidas de prohibición y restricción de la disponibilidad y marketing de productos 
comestibles y bebidas no saludables. Posteriormente, mostraremos cómo la prohibición de la venta y 
el expendio, así como de la publicidad de productos no saludables, establecida en el Acuerdo, da 
cumplimiento a las obligaciones del Estado mexicano en materia de derechos humanos. A 
continuación, analizaremos la constitucionalidad de la medida en relación con la libertad de comercio y 
concurrencia, así como con el derecho al libre desarrollo de la personalidad. Finalizaremos con 
algunas conclusiones.  

 

1. Las enfermedades no transmisibles asociadas a la mala alimentación constituyen un 
problema de salud pública y de derechos humanos  

La mala alimentación, entendida como el aumento de la ingesta de productos comestibles y bebidas 
de baja calidad nutricional, usualmente ultraprocesadosviii y con exceso de nutrientes críticos como los 
azúcares libresix, las grasas saturadas, las grasas transx y el sodio, es un factor de riesgo modificable 



 
 
 

 3 

para el desarrollo de ENT. Entre estas enfermedades se encuentran las cardiovasculares, la diabetes y 
algunos tipos de cáncerxi. 

En el 2021, las ENT produjeron 43 millones de muertes a nivel mundial,xii mientras que en el 2023, el 
12,2% de las muertes en el mundo estuvo asociado a la mala alimentación como factor de riesgo para 
el desarrollo de ENT.xiii A su vez, la obesidad y el sobrepeso constituyen factores metabólicos de riesgo 
para el desarrollo de estas enfermedadesxiv. En las Américas, la hipertensión, la hiperglucemia en 
ayunas, así como el sobrepeso y la obesidad causaron el 44% de las muertes en el 2017 y fueron los 
principales factores que contribuyeron a la pérdida de años de vida sanaxv.  

A su vez, en México se calcula que en el 2016, año en que se declaró la emergencia epidemiológica 
por diabetesxvi, al menos el 80% de las muertes fueron atribuibles a las ENTxvii. En particular, en 2017, 
la diabetes ocupaba el primer lugar entre las ENT que causaban muerte y discapacidad combinadas 
en el país, superada solo por la violencia interpersonal en la escala general de causasxviii. Entre 2020 y 
2024, la prevalencia de sobrepeso y obesidad en niños y niñas de 5 a 11 años fue de 19% y 17,6%, 
respectivamente. Por su parte, en este mismo período, la prevalencia de sobrepeso entre 
adolescentes de 12 a 19 años fue del 23,1% y la de obesidad del 17%xix. En 2024, el 7,5% de los niños 
y las niñas vivían con sobrepeso u obesidad.xx Entre adultos, la prevalencia de la diabetes alcanzó el 
27,6% en personas de 60 años o más, mientras que la de hipertensión fue de 17,4%. Asimismo, el 
40,7% de las personas adultas indicó que uno de sus padres tenía diabetes y el 44,9% hipertensión.xxi  

La alimentación está fuertemente influenciada por los determinantes sociales de la salud, es decir, los 
entornos en los que las personas viven, crecen y se desarrollan.xxii En específico, la mala alimentación 
está condicionada por la existencia de entornos denominados obesogénicos, que se caracterizan por 
la limitación de las oportunidades para realizar actividad física, así como por incentivar una alta ingesta 
calórica, tomando en cuenta los alimentos disponibles, asequibles, accesibles y que son 
promocionados en un contexto determinado.xxiii  

A la configuración de los entornos alimentarios no saludables también contribuye el comportamiento de 
las empresas de comestibles y bebidas, es decir, los determinantes comerciales de la salud.xxiv Entre 
otras actividades, se destacan la manufactura y el comercio a bajo precio de productos 
ultraprocesadosxxv, altamente palatables y que generan poca sensación de saciedad, así como su 
publicidad, amplia y agresiva, crecientemente en países de ingresos medianos y bajosxxvi, que alcanza 
a personas en contextos de vulnerabilidadxxvii y a grupos de especial protección como NNAxxviii, 
contribuyendo, de este modo, a su popularidad y al incremento de su consumoxxix.  Estos productos, 
asimismo, desplazan dietas más saludables basadas en preparaciones culinarias que usan alimentos 
mínimamente procesados o sin procesar, como frutas, verduras y legumbresxxx.  La oposición y el uso 
de diferentes tácticas por parte de la industria de productos comestibles y bebidas para debilitar o 
retrasar la adopción de regulaciones de sus actividades, también constituyen determinantes 
comercialesxxxi. 

Los efectos adversos del consumo de productos comestibles y bebidas no saludables se manifiestan 
en diversos niveles.xxxii Por una parte, constituyen un factor de riesgo para el desarrollo de ENT, con 
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impactos importantes en la salud a nivel individual y poblacional, debilitando incluso los sistemas de 
saludxxxiii y obstaculizando el ejercicio de diversos derechos humanosxxxiv. Frente a los NNA, los 
entornos obesogénicos les exponen a un mayor riesgo de desarrollar ENT a edades más 
tempranas.xxxv Además, las ENT tienen impacto en las familias y las personas encargadas del cuidado, 
frecuentemente mujeres, quienes muchas veces se ven obligadas a relegar oportunidades educativas 
y laboralesxxxvi para ejercer actividades de cuidado, usualmente sin remuneraciónxxxvii, lo que impone 
una carga desproporcionada en las personas cuidadoras, particularmente para aquellas en situación 
de vulnerabilidad. Asimismo, estos productos tienen múltiples impactos ambientales, tanto por su 
proceso de producción y distribución, como por las grandes cantidades de basura que generanxxxviii, y 
se constituyen en obstáculos para el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, que 
establecen como meta para el 2030 la de “reducir en un tercio la mortalidad prematura por 
enfermedades no transmisibles”xxxix. 

Dado el impacto que tienen las ENT en la vida, la salud y el bienestar de las personas, las familias y la 
sociedad en su conjunto, y tomando en cuenta el carácter modificable de sus factores de riesgo, las 
autoridades de salud pública a nivel global y regionalxl han recomendado diversas medidas para 
prevenirlas y abordarlas, que han sido respaldadas por diferentes órganos y expertos en derechos 
humanos.xli Tales medidas buscan desincentivar el consumo de productos comestibles y bebidas no 
saludables, así como promover el consumo de alimentos sin procesar o mínimamente procesados, 
como frutas, verduras, legumbres y platos recién preparadosxlii, tanto a nivel general como en entornos 
específicos, como los educativos. 

 

2. Las restricciones y prohibiciones de la disponibilidad y el marketing de productos no 
saludables son intervenciones dirigidas a configurar los entornos escolares de modo 
saludable 

Los entornos alimentarios escolares, es decir, los espacios, la infraestructura y las condiciones de las 
instituciones educativas y sus inmediaciones en donde los alimentos están disponibles o pueden ser 
obtenidos, comprados o consumidos, así como la promoción, la publicidad y el precio de los mismosxliii, 
son ámbitos clave para la prevención y el abordaje de las ENT asociadas a la mala alimentación. Allí, 
las y los NNA consumen y gastan una parte importante de sus calorías; se ha estimado que pasan 
alrededor de un tercio de su tiempo activo y se desarrollan en diversos ámbitos, como el social, el 
emocional, el físico y el culturalxliv. Asimismo, los entornos escolares contribuyen a formar las 
preferencias y los hábitos alimentarios que se mantienen hasta la edad adultaxlv. Por lo tanto, los 
beneficios de adoptar medidas dirigidas a configurarlos de forma más saludable se extienden a todos 
los ciclos de vida, desde la niñez, pasando por la adolescencia y llegando a la adultez.  

En este contexto, tanto la OMS como la Organización Panamericana de la Salud (OPS), autoridades 
en materia de salud pública a nivel global y regional, respectivamente, han recomendado la adopción 
de políticas públicas y regulaciones obligatorias para configurar entornos alimentarios saludables. En 
particular, han recomendado restringir la disponibilidad de comestibles y bebidas no saludables en los 
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entornos escolares,xlvi así como el marketing de estos productos al que están expuestos los y las 
NNAxlvii, incluyendo en ámbitos en los que se reúnenxlviii. Asimismo, han señalado la importancia de 
adoptar medidas para fomentar la disponibilidad y el acceso a alimentos naturales como frutas, 
legumbres y verduras.xlix  

La amplia disponibilidad de productos no saludables, que desplaza el consumo de alimentos sin 
procesar y mínimamente procesados, tal como se señaló anteriormente, contribuye a la configuración 
de entornos escolares no saludables, creando un campo fértil para el desarrollo de ENT a raíz de sus 
factores de riesgo. En México, en todos los grupos de edad, incluso NNA, se da un bajo consumo de 
alimentos saludables como frutas, verduras o leguminosas, al punto de que la mitad de la población 
consume una cantidad de frutas y verduras por debajo de la recomendada por la Organización Mundial 
de la Salud (OMS). En contraste, se da un alto consumo de productos no saludables como las bebidas 
endulzadas, las botanas, los postres y los dulces, en todas las edades.l  

De acuerdo con UNICEF, el 42% de las y los adolescentes que asisten a la escuela toma refrescos al 
menos una vez al día, mientras que el 46% consume comida rápida como mínimo una vez a la 
semanali. Asimismo, la ausencia de agua potable para beber en las instituciones educativas puede 
incrementar el consumo de bebidas azucaradas, sobre todo cuando el agua embotellada es igual o 
más costosa que tales bebidaslii. En las escuelas mexicanas se ha encontrado una amplia 
disponibilidad de productos de alta densidad calórica, incluyendo galletas, dulces y postres, así como 
de bebidas endulzadas, mientras que los vegetales, las frutas y el agua potable están mucho menos 
disponiblesliii.  

La evidencia científica libre de conflictos de interésliv muestra que reducir la disponibilidad de productos 
comestibles y bebidas no saludables, así como aumentar la de productos saludables, tiene un impacto 
positivo en los hábitos alimenticios de NNAlv, que, como se ha expuesto, tienden a durar hasta la 
adultez. Así por ejemplo, se ha encontrado que la adopción de restricciones al acceso a bebidas 
azucaradas en instituciones educativas reduce su consumo y que son particularmente efectivas 
cuando abarcan las tiendas escolares y las máquinas expendedoraslvi. Una revisión sistemática de 36 
estudios que evaluaron la efectividad de intervenciones para reducir el consumo de bebidas 
azucaradas en escuelas concluyó que las medidas dirigidas a restringir y/o eliminar la disponibilidad de 
estos productos resultan altamente efectivaslvii. 

Adicionalmente, el marketinglviii de productos comestibles y bebidas no saludables contribuye a 
convertir los entornos en no saludableslix. Diversas estrategias y elementos publicitarios y 
promocionales de la industria de alimentos y bebidas, desplegados en diferentes medios, moldean los 
entornos alimentarios, incentivando el consumo de productos no saludables, con un impacto negativo 
particular en los derechos de NNAlx.  La publicidad de estos productos influye en el conocimiento, la 
percepción y los hábitos, y es clave para el aumento de su consumolxi. La influencia adversa de la 
publicidad en NNA está ampliamente documentada, tal como lo mostró un estudio comisionado por la 
OMS que incluyó más de 80 artículos científicos y una muestra acumulada de 20.000 NNA, y que 
confirmó que la publicidad de productos comestibles y bebidas influía de manera significativa en el 
consumo y las preferencias.lxii 
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La configuración de entornos escolares saludables requiere la restricción del marketing, tomando en 
cuenta su correlación con el aumento del consumo y los pedidos de compra de productos comestibles 
y bebidas no saludableslxiii. La falta de conocimiento de NNA sobre nutrición y su tendencia a buscar 
gratificación inmediata, sin considerar las consecuencias a largo plazo, les hace vulnerables al 
marketing de productos comestibles y bebidas no saludableslxiv. Las niñas y los niños son 
particularmente vulnerables a las técnicas publicitarias de las empresas de productos comestibles y 
bebidas no saludables, debido a que no han desarrollado la capacidad para comprender las 
intenciones de mercadeo detrás de la publicidadlxv. Aunque la capacidad de las y los adolescentes para 
distinguir los mensajes publicitarios ha evolucionado desde la infancia, son más propensos que las y 
los adultos a responder a las señales del entorno, como el marketing, además de que su cerebro tiene 
una predisposición a las recompensaslxvi. Asimismo, las y los adolescentes son vulnerables a la alta 
exposición a la publicidad, debido a factores neuronales y emocionales, así como a la presión de sus 
pareslxvii.  

La industria de comestibles y bebidas despliega diversas estrategias publicitarias y promocionales en 
diferentes medios y entornos, incluidos los entornos escolares y otros espacios en los que NNA se 
reúnen, generando un impacto adverso, particularmente en la niñezlxviii.  La exposición continua a la 
publicidad busca que NNA reconozcan las marcas y establezcan relaciones de lealtad con los 
productos, modifiquen sus preferencias de consumo y sus solicitudes de compra hacia las personas 
cuidadoraslxix. Así por ejemplo, los personajes y mascotas son usados por las empresas para crear una 
relación con NNA, generar lealtad hacia las marcas e influenciar sus preferencias alimentariaslxx. Este 
tipo de publicidad se usa más para productos no saludables, como los que contienen un exceso de 
nutrientes críticos, en comparación con los productos saludableslxxi.  

El efecto de las restricciones a la disponibilidad y el marketing de productos no saludables se refuerza 
con la adopción de guías alimentarias obligatorias, basadas en las necesidades nutricionales de NNA, 
para estandarizar las comidas que proveen las instituciones educativas, en términos de calidad y 
nutrición.lxxii La provisión directa de productos saludables, como frutas y verduras, es efectiva para 
incrementar el consumo de estos alimentoslxxiii, así como para mejorar los conocimientos, actitudes y 
percepciones, en especial en torno a las frutaslxxiv. Por ejemplo, estudios realizados en Estados Unidos 
demostraron que la prevalencia de obesidad en NNA era más baja en los estados que habían 
implementado guías alimentarias que exigían reemplazar productos comestibles y bebidas poco 
saludables por alimentos más nutritivoslxxv. Otro estudio en el mismo país halló que el riesgo de 
desarrollar obesidad para NNA viviendo en situación de pobreza se redujo sustancialmente cuando las 
comidas ofrecidas en los colegios seguían guías de alimentación saludablelxxvi. De forma similar, 
estudios realizados en el Reino Unido mostraron que las guías alimentarias son más eficaces para 
mejorar la ingesta de nutrientes cuando se hacen exigibles para todas las comidas que se ofrecen en 
los establecimientos educativos y se acompañan de la exclusión de productos comestibles y bebidas 
no saludableslxxvii.  

Asimismo, los Estados deben tomar medidas dirigidas a incrementar el consumo de alimentos 
saludables, como frutas y verduras, en los establecimientos escolares. En América Latina, Brasil ha 
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sido pionero con el Programa de Alimentación Saludable (PNAE), que establece criterios nutricionales 
para los alimentos ofrecidos en las escuelas públicas. El PNAE requiere que un mínimo del 30% de los 
fondos federales se usen para la compra de productos de la agricultura familiar local, de poblaciones 
indígenas y quilombolas, así como de grupos de mujereslxxviii, porcentaje que, a partir de enero de 
2026, es del 45%lxxix. Las compras a la agricultura familiar local del PNAE han contribuido a 
incrementar la presencia de productos saludables y frescos en las escuelaslxxx, así como a generar un 
efecto socioeconómico positivo general mediante la mejora del empleo y del Producto Interno Brutolxxxi. 
De este modo, las políticas de compras públicas adecuadamente diseñadas y utilizadas pueden 
contribuir tanto a mejorar los hábitos alimentarios de la niñez como a promover sistemas alimentarios 
más saludables y sustentableslxxxii.  Asimismo, en diferentes municipalidades de Brasil se han 
establecido prohibiciones a la venta y oferta de productos comestibles y bebidas no saludables, en 
instituciones educativaslxxxiii.  

Adicionalmente, la evidencia muestra que las intervenciones que buscan modificar los entornos 
escolares para hacerlos más saludables deben ser obligatorias para lograr los cambios deseados en 
los hábitos alimentarios de las y los estudianteslxxxiv. Igualmente, indica que es clave incluir 
mecanismos de monitoreo y rendición de cuentas para asegurar su efectividadlxxxv. Todas las medidas 
mencionadas funcionan más efectivamente cuando se aplican simultáneamente y se refuerzan 
mutuamente.  Además de tratarse de medidas efectivas desde el punto de vista de la salud pública, se 
encuentran soportadas en las obligaciones que los Estados tienen en materia de los derechos 
humanos, como se expondrá a continuación. 

 

3. La restricción de la disponibilidad y publicidad de productos no saludables en todas las 
instituciones del Sistema Educativo Nacional de México da cumplimiento a obligaciones 
del Estado en materia de derechos humanos 

Los Estados no pueden permanecer pasivos frente a las implicaciones que las ENT y sus factores de 
riesgo tienen para la vida, la salud, el bienestar y los derechos de las personas. Por el contrario,  como 
se mostrará a continuación, en virtud de obligaciones derivadas de los derechos humanos a la salud, a 
la alimentación adecuada, a la igualdad y no discriminación, a la educación y al interés superior de la 
niñez, así como de las obligaciones generales de respeto, protección y garantía de los derechos 
humanos, los Estados deben actuar decididamente para prevenir y abordar estas enfermedades y sus 
factores de riesgo. Lo anterior incluye tomar medidas para restringir la disponibilidad y la publicidad de 
productos comestibles y bebidas no saludables, tal como lo hacen las disposiciones demandadas al 
restringir el expendio y distribución de estos productos, su uso para la preparación de alimentos, al 
igual que su publicidad en todas las instituciones del Sistema Educativo Nacional.  
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3.1. Los derechos a la salud y a la alimentación adecuada exigen desincentivar el 
consumo de productos no saludables 

En virtud del derecho a la saludlxxxvi, todas las personas deben poder disfrutar “del más alto nivel 
posible de salud que les permita vivir dignamente”lxxxvii. El ámbito de protección de este derecho 
engloba “toda una gama de facilidades, bienes, servicios y condiciones necesarios”lxxxviii para alcanzar 
dicho nivel de salud, así como sus determinanteslxxxix. De forma similar, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (Corte IDH) ha manifestado que el derecho a gozar del más alto nivel de salud 
obliga a los Estados a promover la mejora en las condiciones de salud de la poblaciónxc.  

El nivel de salud de las personas está fuertemente influenciado por los entornos en los que las 
personas se encuentran, que pueden hacer más fácil o difícil que se enfermen o, por el contrario, 
tengan un buen nivel de salud. Estos entornos se configuran de acuerdo con los determinantes 
sociales de la saludxci, que incluyen la alimentación, el acceso al agua potable, la educación, el medio 
ambiente, el desarrollo durante la primera infanciaxcii y el acceso a la información sobre la saludxciii, 
entre otros. Asimismo, los Estados tienen la obligación básica de asegurar el acceso a una 
alimentación esencial mínima, nutritiva, adecuada y seguraxciv.  

Otro tipo de factores determinantes que influyen en los entornos, son los comerciales, entendidos 
como el grupo de estrategias, prácticas y tácticas de diversos actores del sector privado que tienen 
impacto en la saludxcv y en la equidad en saludxcvi. En el caso de las ENT asociadas a la mala 
alimentación, los factores que contribuyen a configurar el entorno como uno no saludable incluyen la 
amplia disponibilidad de productos comestibles y bebidas no saludables, las estrategias intensivas de 
marketing usadas, incluso frente a NNA y  grupos en situación de vulnerabilidadxcvii, así como las 
diferentes tácticas para oponerse, debilitar o retardar la adopción de regulaciones de sus 
actividadesxcviii. 

Ahora bien, tanto el artículo 12.2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (PIDESC), como el artículo 10.d del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San 
Salvador) en concordancia con el artículo 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(Convención Americana), establecen que, entre las medidas a adoptar por los Estados para asegurar 
la plena efectividad del derecho a la salud, se encuentran las dirigidas a prevenir, tratar y combatir las 
enfermedades de distinta índolexcix. Esta obligación se considera de prioridad equivalente a las básicas 
en relación con las enfermedades endémicas y epidémicasc, prioridad que también debe entenderse 
respecto de las ENT, al ser un grave problema de salud públicaci, de derechos humanoscii y para el 
desarrollo sostenibleciii. La prioridad equiparable también deriva de la obligación básica de crear una 
estrategia y plan nacionales para hacer frente a problemas de salud públicaciv, como es el caso de las 
ENT.  

El deber de los Estados de abordar los determinantes de la salud implica promover aquellos que 
fomentan el goce de un buen nivel de saludcv, así como modificar los que facilitan que las personas se 
enfermen. En el contexto de las ENT, esta obligación abarca la adopción de medidas para enfrentar 



 
 
 

 9 

sus factores de riesgo, entre ellos, la mala alimentación,cvi incluyendo aquellas dirigidas a desincentivar 
el consumo de productos no saludables, reducir su atractivo, disponibilidad y asequibilidad,cvii así como 
el marketing de estos productoscviii, en general, así como en entornos escolares,cix tal como lo hace el 
Acuerdo impugnado en todas las instituciones del Sistema Educativo Nacional. 

Por otra parte, el derecho humano a la alimentación adecuadacx no se reduce al acceso o provisión de 
una cierta cantidad de calorías o de determinados nutrientescxi, sino que abarca “la disponibilidad de 
alimentos en cantidad y calidad suficientes para satisfacer las necesidades alimentarias de los 
individuos, sin sustancias nocivas, y aceptables para una cultura determinada[,] y la accesibilidad de 
esos alimentos en formas que sean sostenibles y que no dificulten el goce de otros derechos 
humanos.”cxii De forma concordante, la Corte IDH ha establecido que el derecho a la alimentación 
adecuada protege el acceso a alimentos que permitan una nutrición adecuadacxiii, que “no cualquier 
tipo de alimentación satisface el derecho”cxiv y que “en casos particulares de personas o grupos de 
personas que no están en condiciones de acceder por sí mismos […] a una alimentación adecuada, 
por razones ajenas a su voluntad, los Estados deben garantizar un mínimo esencial de […] 
alimentación”cxv.  

A su vez, la Relatoría Especial de las Naciones Unidas sobre el derecho a la alimentación adecuada 
(Relatoría Especial sobre el derecho a la alimentación) ha expresado la necesidad de dar prioridad “al 
acceso de dietas adecuadas sostenibles desde el punto de vista social y medioambiental sobre la 
mera provisión de calorías baratas”cxvi. Asimismo, tal Relatoría ha señalado que el concepto de 
inocuidad debe entenderse de forma amplia e incluir el valor nutricional de los productos 
alimenticioscxvii. 

Ya que el derecho a la alimentación adecuada requiere la disponibilidad de alimentos de calidad 
suficiente y que no afecten el goce de otros derechos, los productos comestibles y bebidas no 
saludables no pueden considerarse idóneos para satisfacer estos requisitos, dada su baja o nula 
calidad nutricional, así como su impacto negativo en la salud al estar asociados al desarrollo de las 
ENT. Asimismo, dado que los patrones de alimentación basados en preparaciones culinarias 
realizadas con productos sin procesar (frutas, verduras, etc) o mínimamente procesados están siendo 
desplazados por productos no saludablescxviii, el derecho a la alimentación adecuada requiere que los 
Estados tomen medidas para facilitar el acceso a productos saludables al tiempo que desincentivan 
aquellos no saludables, norte al que apuntan las disposiciones demandadas.  

De este modo, la prohibición de la venta, el expendio y la publicidad de productos comestibles y 
bebidas no saludables en las instituciones educativas de México, como la establecida en el Acuerdo 
impugnado, es una medida respaldada por los derechos humanos a la salud y la alimentación 
adecuada, dirigida a materializar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de estos derechos para 
todas las personas en México en el contexto de la crisis de salud derivada de las ENT. 
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3.2. La prohibición de la venta y publicidad de productos no saludables en entornos 
educativos tiene respaldo en el derecho a la educación  

El derecho a la educacióncxix es, además de un derecho, un medio esencial para la promoción y la 
realización de otros derechoscxx. De forma explícita, el artículo 13 del PIDESC indica que la educación 
debe dirigirse al pleno desarrollo y dignidad de la persona, así como a fortalecer el respeto de los 
derechos humanoscxxi. Este derecho debe garantizarse conforme a cuatro elementos: i) disponibilidad,  
tomando en cuenta no solo la existencia de infraestructura suficiente, sino sus condiciones, e 
incluyendo el acceso a agua potable; ii) accesibilidad  material —tanto geográfica, como a través de 
tecnología—, económica y sin discriminación; iii) aceptabilidad, incluyendo el aspecto de calidad; y, iv) 
adaptabilidad, o la flexibilidad para responder a las necesidades de la sociedad y de las y los 
estudiantes, que se encuentran en continua transformacióncxxii. En esta línea, la Corte IDH ha señalado 
que una educación que se imparta vulnerando derechos humanos no permite cumplir sus fines y 
resulta violatoria del derecho a la educacióncxxiii. 

En relación con la educación en la niñez y la adolescencia, se reconoce entre sus fines el de 
“desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física de NNA hasta el máximo de 
sus posibilidades”cxxiv. De acuerdo con el Comité de Derechos del Niño (CDN) estos propósitos están 
íntimamente ligados a la dignidad y al goce de los derechos de NNAcxxv. De este modo, la educación 
no se limita al seguimiento de un plan de estudios, sino que abarca toda una gama de vivencias y 
procesos que permitan a las y los NNA fortalecer su capacidad para disfrutar de todos sus derechos 
humanos, desarrollar su personalidad y habilidades, así como tener una vida plena y satisfactoriacxxvi. 
Asimismo, los métodos, el plan de estudios y el marco en el que se da la educación deben contribuir a 
y no erosionar el disfrute de los diversos derechos humanoscxxvii. Los conocimientos básicos por los 
que debe propender la educación incluyen todos aquellos que les permitan a las y los NNA desarrollar 
su plan de vida, tomar decisiones y llevar una vida sanacxxviii.  

Adicionalmente, en virtud del derecho a la salud, el Estado tiene la obligación de proveer educación en 
asuntos relativos a la saludcxxix,  entre los que se encuentran las enfermedades. Esta obligación es de 
prioridad comparable a las básicas cuando se trata de educación sobre los principales problemas de 
salud, como son las ENT, así como sobre la prevención y combate de dichas afeccionescxxx. Asimismo, 
el CDN se ha referido a la obligación de los Estados de garantizar el acceso de NNA a información 
esencial sobre salud que facilite la toma de decisiones saludables, tanto dentro de las instituciones 
educativas, como por fuera de ellas, incluyendo información sobre productos no saludables como el 
tabaco, el alcohol o la mala alimentacióncxxxi.  

Las ENT asociadas a la mala alimentación son un problema de salud pública y derechos humanos, 
como se ha mostrado hasta ahora. La amplia disponibilidad y el marketing de productos no saludables 
en las instituciones educativas exponen a las y los estudiantes a afectaciones de sus derechos a la 
salud y a la alimentación adecuada, impactan desproporcionadamente a quienes se encuentran en 
situación de vulnerabilidad socioeconómica y limitan ampliamente el bienestar de las y los NNA en 
contraposición a su interés superior. Por lo tanto, una educación proporcionada en ámbitos escolares 
que promueven la vulneración de sus derechos humanos, al facilitar una amplia disponibilidad y 
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marketing de productos que tienen impactos adversos en su salud y no permiten el desarrollo pleno de 
las y los estudiantes, no puede satisfacer los requerimientos del derecho a la educación.  

Igualmente, una educación que propenda por la realización de los derechos humanos, que es uno de 
sus fines, implica ir más allá de dar información sobre el contenido de los derechos para darles 
significado a través de su aplicación práctica. En el contexto de las ENT asociadas a la mala 
alimentación, las instituciones educativas, incluidas las de educación superior y media superior, deben 
ser ámbitos de promoción de los derechos, lo cual es abiertamente contradictorio con la venta y la 
publicidad de productos que tienen impactos adversos sobre los derechos a la salud y a la 
alimentación adecuada. Adicionalmente, en el caso de NNA, los entornos escolares no saludables 
facilitan el desarrollo y arraigo de hábitos insalubres, que pueden perdurar a lo largo de todo el ciclo de 
vida, por lo que la educación proporcionada en estos entornos tampoco permite cumplir el propósito de 
formar a NNA para tomar decisiones que les conduzcan a su desarrollo pleno y a formar hábitos 
saludables.  

Asimismo, permitir la amplia disponibilidad y el marketing de productos no saludables en las 
instituciones educativas afecta negativamente el elemento de adaptabilidad del derecho a la 
educación, que debe responder a las necesidades en constante transformación, tanto de la sociedad 
como de las y los estudiantes. Una de esas necesidades es precisamente la de prevenir y abordar la 
crisis de salud pública y de derechos humanos que representan las ENT. Así, es necesario que la 
educación contribuya a responder a este grave problema de salud pública y derechos humanos, en 
lugar de profundizarlo.  

Sumado a lo anterior, la obligación de educar y proveer información en salud, leída en concordancia 
con el contenido del derecho a la educación, implica que la formación en la materia debe abarcar la 
enseñanza sobre los factores de riesgo de las ENT asociados a la mala alimentación, como es el 
consumo de productos comestibles y bebidas no saludables, así como generar un entorno consistente 
con dicha educación, en que dichos productos y su marketing estén restringidos. La educación 
nutricional para formar hábitos saludables entra en una llana contradicción con la presencia y el 
fomento del consumo de productos no saludables en las instituciones educativas. Por lo tanto, cuando 
en los entornos educativos se promueven de facto hábitos alimentarios no saludables al permitir una 
amplia disponibilidad y el marketing de productos asociados al desarrollo de ENT, se vulneran los 
derechos humanos a la salud, a la alimentación adecuada, a la educación y otros interrelacionados. 

De este modo, la prohibición de la venta y la publicidad de productos comestibles y bebidas no 
saludables en los entornos educativos, incluyendo los del nivel medio superior y superior, establecida 
en el Acuerdo impugnado, materializa los fines y el contenido del derecho a la educación. 
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3.3. El interés superior de la niñez exige que las y los NNA reciban una protección 
reforzada de sus derechos en todos los entornos educativos 

El artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño establece el derecho de los y las NNA a 
que su interés superior sea tomado en cuenta como una consideración primordial al adoptar medidas 
que les afecten. El CDN, intérprete con autoridad de la mencionada Convención, ha señalado que el 
interés superior de la niñez es, además de un derecho, un principio y una norma de procedimientocxxxii 
que busca garantizar el disfrute pleno y efectivo de todos los derechos de NNA, así como su desarrollo 
integralcxxxiii. A su vez, la Convención Americana consagra una protección específica para las y los 
NNA, indicando que tienen derecho a medidas de protección por parte de la familia, la sociedad y el 
Estado, a fin de garantizar su interés superiorcxxxiv. El Estado asume una posición reforzada de garante 
frente a la niñez, derivada de esta protección especial, que es un derecho adicional y complementario 
a los demás reconocidos por la Convención Americanacxxxv. El interés superior de NNA debe ser 
tomado en cuenta tanto por las autoridades como por los actores privados, lo que incluye tanto los 
ámbitos de la saludcxxxvi como de la educacióncxxxvii, en relación con decisiones que conciernan o 
afecten a cualquier NNA, a un grupo de estos o a las y los NNA en generalcxxxviii. 

La Corte IDH ha señalado que el interés superior de la niñez está vinculado estrechamente con la 
dignidad humana y el fomento del desarrollo pleno de NNAcxxxix,  y que tanto el Estado como la 
sociedad deben sujetarse a este principio y derecho en relación con la protección y promoción de los 
derechos de la niñezcxl, dentro de los cuales la educación y la salud son pilares fundamentales para el 
disfrute de una vida dignacxli. Así, los Estados tienen “el deber de adoptar todas las medidas positivas 
para asegurar la plena vigencia de los derechos”cxlii de NNA. El interés superior de la niñez “irradia 
efectos en la interpretación de todos los demás derechos de la Convención [Americana]”cxliii, cuando 
están involucrados NNA, incluyendo frente a los derechos económicos sociales y culturalescxliv. Lo 
anterior implica que al evaluar y determinar el interés superior de la niñez, debe tenerse en cuenta la 
obligación del Estado de asegurar a NNA la protección y el cuidado necesarios, términos que deben 
interpretarse en sentido amplio, incluyendo los riesgos a los que pueden verse expuestoscxlv y tomando 
en cuenta el objetivo de garantizar tanto su bienestar como su desarrollo.cxlvi  

Como se ha expuesto, la amplia disponibilidad y publicidad de productos comestibles y bebidas no 
saludables en entornos escolares generan impactos adversos en los derechos a la salud, a la 
alimentación adecuada, a la educación, a los que se suman las afectaciones al interés superior de la 
niñez cuando una o un NNA, un grupo de éstos o los NNA en general, resultan expuestos a estas 
actividades comerciales.  

El CDN ha señalado que el derecho a la salud y el desarrollo de NNA pasa por la configuración del 
entornocxlvii y abarca el derecho “a crecer y desarrollarse al máximo de sus posibilidades y vivir en 
condiciones que le permitan disfrutar del más alto nivel posible de salud”cxlviii. Igualmente, ha sostenido 
que la niñez es un período fundamental de desarrollo en las esferas física, psicosocial, emocional y 
espiritual, por lo que las violaciones a sus derechos “pueden tener consecuencias permanentes, 
irreversibles e incluso transgeneracionales.”cxlix Asimismo, ha destacado la importancia de las 
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instituciones educativas para el desarrollo de NNA, por lo que los Estados deberían proporcionar 
instalaciones que no pongan en riesgo su saludcl. 

Adicionalmente, en el contexto de las obligaciones de reducir la mortalidad infantil, así como de 
combatir las enfermedades y la malnutrición en la niñez, el CDN se ha referido a la necesidad tomar 
medidas encaminadas a abordar la malnutricióncli y a garantizar el acceso a alimentos inocuos y 
nutricionalmente adecuados, así como a agua potableclii. Igualmente, ha destacado la importancia de 
los programas de alimentación escolar que garantizan el acceso de las y los estudiantes a una comida 
completa al díacliii, así como a la educación y el acceso a la información para fomentar hábitos 
alimenticios saludablescliv.  

En relación con la amplia disponibilidad y marketing de productos comestibles y bebidas no 
saludables, el CDN ha expresado su preocupación por el fomento de modos de vida malsanosclv y ha 
establecido la obligación de los Estados de crear un entorno seguro y propicio para el desarrollo de 
NNA, incluyendo en instituciones educativas y en todo tipo de establecimientos en los que 
permanezcanclvi. De forma explícita, ha indicado que los Estados deben limitar la exposición de NNA a 
productos comestibles y bebidas no saludables, incluyendo en las instituciones educativas, así como 
regular el marketing de estos productos, particularmente cuando alcanzan a NNAclvii, teniendo en 
cuenta el impacto adverso de dichas actividades sobre sus derechos a la salud y al desarrolloclviii.  

Ya que la mala alimentación tiene implicaciones adversas para los derechos a la salud, a la 
alimentación adecuada, a la educación y otros interrelacionados, la inacción del Estado —o, en otras 
palabras, permitir la existencia de entornos escolares no saludables— desconoce el derecho al interés 
superior de la niñez. Lo anterior exige que los entornos escolares no saludables se modifiquen para 
hacerlos más propicios para el desarrollo pleno, el bienestar integral y el goce efectivo de todos los 
derechos de NNA. A su vez, esta reconfiguración pasa por desincentivar los factores que facilitan que 
NNA desarrollen hábitos no saludables y que están asociados al desarrollo de ENT, es decir, por 
restringir la disponibilidad y marketing de productos no saludables, tal como lo hace el Acuerdo 
impugnado, al establecer la prohibición de la venta y la publicidad de productos comestibles y bebidas 
no saludables en las instituciones del Sistema Educativo Nacional.  

 

3.4. La amplia disponibilidad y publicidad de productos no saludables impactan 
desproporcionadamente a grupos históricamente discriminados y de especial 
protección.  

El derecho a la igualdad requiere que los Estados adopten un marco jurídico que trate de forma 
imparcial a las personas y no las discrimine. Además, exige que prevengan, reduzcan y eliminen las 
condiciones o actitudes que generan o perpetúan la discriminación de facto, lo cual implica identificar y 
revertir las políticas o prácticas, incluyendo las de actores privados, que tienen efectos adversos 
desproporcionados en los grupos protegidos por las normas antidiscriminatorias.clix  
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Al respecto, la anterior Relatora Especial sobre el derecho a la salud ha hecho énfasis en la 
importancia de “abordar las desigualdades sistémicas para hacer frente a la malnutrición y los 
problemas de salud relacionados”clx, destacando que los determinantes de la salud influyen en los 
impactos y disparidades en la salud, por lo que quienes están en contextos de mayor vulnerabilidad 
“pueden sufrir pobreza, tener acceso a menos oportunidades de empleo y educación y menos 
autonomía en lo que respecta a su dieta y su salud”.clxi En el mismo sentido se ha pronunciado se ha 
pronunciado la REDESCA de la CIDHclxii, que ha señalado que al diseñar e implementar las normativas 
dirigidas a prevenir y tratar las ENT, los Estados “deben tomar en cuenta las inequidades a que se 
enfrentan ciertos grupos o personas en materia de acceso a servicios de salud, así como su especial 
vulnerabilidad derivada de la exposición a factores de riesgo de las ENT, de modo que busquen 
garantizar la igualdad sustantiva para estos grupos y eviten la profundización de las inequidades”clxiii. 

Las ENT afectan de manera significativa a las personas en contextos de vulnerabilidad 
socioeconómica, incluyendo a NNAclxiv. Algunas de estas personas viven en zonas con amplia 
disponibilidad de productos comestibles y bebidas no saludables, conocidas como pantanos 
alimentarios, o en zonas donde los alimentos saludables escasean, llamadas desiertos alimentariosclxv. 
Asimismo, a nivel mundial, los alimentos saludables y con mayor calidad nutricional “son mucho más 
costosos (en función de las calorías) en los países de bajos ingresos que los alimentos básicos con 
almidón y los alimentos procesados poco saludables”clxvi. Las y los NNA en contextos de pobreza y 
exclusión se enfrentan a un mayor riesgo de sufrir la malnutrición en sus diferentes formasclxvii. 
Adicionalmente, el desarrollo de ENT puede llevar a empeorar la situación económica y las 
posibilidades de desarrollo de las personas y familiasclxviii y, por lo tanto, tener un impacto adverso 
desproporcionado en aquellas personas pertenecientes a grupos en situación de vulnerabilidad.  

Por otra parte, el marketing de los productos que se constituyen en factores de riesgo de las ENT está 
frecuentemente direccionado y alcanza, aun sin estar dirigido intencionalmente, a grupos 
históricamente discriminadosclxix y de especial protección como NNAclxx, incluso en situación de 
vulnerabilidad socioeconómicaclxxi. Las y los NNA, y en mayor medida quienes se encuentran en 
contextos socioeconómicos precarios, tienden a estar más expuestos a la publicidad.clxxii A su vez, la 
mayor exposición a la publicidad de productos no saludables está asociada a un mayor consumo, así 
como a la generación de preferencias alimentarias no saludables, lo que se traduce en impactos 
adversos para los derechos a la salud y otros interrelacionados, que pueden resultar 
desproporcionados para NNA en condiciones de vulnerabilidad socioeconómica, además de facilitar la 
perpetuación de ciclos de pobreza y precariedad, derivados de la carga económica que implican las 
ENT. Adicionalmente, la publicidad genera mensajes que tienden a mantener las desigualdades y a 
reproducir estereotipos de género en contra de las mujeresclxxiii.  

En este contexto, la mayor exposición a los factores de riesgo de las ENT genera impactos 
diferenciados y desproporcionados en personas pertenecientes a grupos en situación de 
vulnerabilidad, históricamente discriminados y de especial protección como los y las NNA, de forma 
interseccional. De este modo, los Estados deben adoptar medidas para abordar los factores que 
afectan negativamente los derechos de estos grupos. Entre estas medidas se encuentran las dirigidas 
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a desincentivar el consumo de productos no saludables asociados al desarrollo de ENT, incluyendo, 
como lo hace el Acuerdo atacado, la prohibición de la venta y la publicidad de estos productos en las 
instituciones del Sistema Educativo Nacional. 

 

3.5. Las obligaciones generales de respeto, protección y garantía de los derechos 
humanos resultan afectadas cuando se permite la amplia disponibilidad y publicidad 
de productos no saludables en los entornos educativos 

En el contexto de las ENT asociadas a la mala alimentación, las obligaciones generales de respeto, 
protección y garantía de los derechos humanos que corresponden a los Estados deben ser leídas 
tomando en cuenta que los ambientes alimentarios se configuran a partir de factores que facilitan o no 
el goce de los derechos humanos a la salud y otros interrelacionados, incluyendo las actividades de 
manufactura, comercialización y marketing de la industria de productos comestibles y bebidas. Estas 
obligaciones resultan reforzadas cuando están involucrados los y las NNA, por ser un grupo de 
especial protección, además de un grupo que resulta afectado desproporcionadamente por las 
actividades empresariales en generalclxxiv. Además, es relevante señalar que las obligaciones 
generales en materia de derechos humanos que corresponden al Estado en el ámbito de la educación 
son aplicables independientemente de que el prestador del servicio sea una institución pública o 
privadaclxxv.  

La obligación de respetar los derechos en el contexto de actividades empresariales resulta vulnerada 
cuando los Estados dan prioridad a los intereses económicos de los actores y entidades privadas, en 
detrimento de los derechos humanosclxxvi. Esto quiere decir que los Estados tienen que asegurar que 
todos los actores privados respeten los derechos y no deben de ninguna manera facilitar o contribuir 
de forma directa o indirecta a que se generen violaciones de tales derechos en el contexto de 
actividades empresarialesclxxvii. La obligación de respeto también puede verse vulnerada por 
complicidad, es decir, cuando el Estado muestra aquiescencia, tolerancia o colaboración frente al 
actuar de terceros que impacta negativamente o contribuye a vulnerar derechosclxxviii. En el contexto de 
las ENT, la amplia disponibilidad y marketing de productos comestibles y bebidas no saludables que 
tienen impactos adversos en los derechos a la salud, la alimentación adecuada y otros 
interrelacionados en instituciones educativas, que deben ser espacios de garantía de derechos, podría 
incluso llegar a resultar violatoria de la obligación de respeto por la permisibilidad, tolerancia o inacción 
del Estado frente al consumo y fomento de productos que ponen en riesgo y afectan adversamente los 
derechos humanosclxxix.  

Por otra parte, la obligación de proteger implica que los Estados deben prevenir eficazmente las 
violaciones de los derechos humanos por parte de terceros, incluso del sector privado. Esto implica 
adoptar medidas de todo tipo, incluidas legislativas, administrativas y regulatorias, dirigidas a proteger 
a la población del impacto adverso en sus derechos humanos derivado de las operaciones y 
actividades de este sectorclxxx. Incluso, los Estados deben considerar la imposición de sanciones en los 
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casos en que las empresas den lugar a afectaciones de los derechos humanos o no actúen con la 
diligencia debida para reducir y mitigar los riesgos de impacto de sus operaciones en los derechosclxxxi. 

En el ámbito del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, la obligación de garantía abarca el 
deber de los Estados de prevenir las violaciones a los derechos humanos derivadas de las actividades 
de los actores privados, cuando tengan conocimiento de los riesgos e impactos negativos para tales 
derechos, como en el caso de las ENT. Asimismo, la obligación de garantía activa los deberes de 
regular, supervisar y fiscalizar las actividades del sector privado que tienen impactos negativos en los 
derechos humanos, particularmente cuando impliquen riesgos significativos para la vida, la integridad 
personal y la saludclxxxii. La regulación, fiscalización y supervisión de actividades empresariales son 
deberes de exigibilidad inmediata, no sometidas a realización progresivaclxxxiii.  

Al respecto, la REDESCA de la CIDH fue enfática en señalar que ante la prevalencia de las ENT y sus 
factores de riesgo, “y teniendo en cuenta el conocimiento que tienen los Estados sobre los riesgos y el 
impacto adverso en los derechos humanos de estas enfermedades, (…) los Estados tienen el deber de 
adoptar las medidas necesarias para prevenir su desarrollo a nivel poblacional, entre ellas a través de 
la adopción de normas.”clxxxiv Igualmente, consideró que las empresas cuyas actividades estén 
asociadas con los factores de riesgo de ENT deben ser reguladas, supervisadas y fiscalizadasclxxxv. 

En el ámbito de las ENT asociadas a la mala alimentación, deben establecerse regulaciones de las 
actividades y la conducta de la industria de productos comestibles y bebidas, de modo tal que se 
prevengan y mitiguen los impactos adversos de sus actividades en el derecho a la salud, a la 
alimentación adecuada y otros interrelacionados. El deber de regulación incluye la imposición de 
restricciones a la comercialización y marketing de bienes que tienen implicaciones para la salud 
públicaclxxxvi, y en general, las regulaciones dirigidas a desincentivar el consumo de productos 
comestibles y bebidas no saludables, tal como lo hace el Acuerdo impugnado. 

La obligación de regular se ve reforzada en relación con las afectaciones a los derechos de los y las 
NNA, por ser un grupo de especial protección. Igualmente, dicha obligación es fundamental en los 
ámbitos en que se provee educación, como las instituciones educativas, que deben configurarse como 
espacios de garantía de derechos y de fomento del pleno desarrollo de la persona. Por lo tanto, en 
estos ámbitos, la obligación de protección de los derechos humanos implica reducir la exposición, 
particularmente de la niñez, a productos no saludables y a su marketingclxxxvii. Adicionalmente, como 
parte de la obligación de protección, las actividades y conducta de la industria de productos 
comestibles y bebidas en el marco de procesos dirigidos a establecer normativas que protegen los 
derechos humanos deben ser reguladas, de forma que se prevenga la influencia indebida de este 
sector para oponerse, debilitar y retrasar la adopción de tales normativasclxxxviii. 

Dichas regulaciones deben ir dirigidas, por una parte, a restringir la disponibilidad y el marketing de 
productos no saludables, y por otra, a facilitar el acceso de alimentos naturales y nutritivos, como 
frutas, verduras y legumbres. La obligación de regulación se materializa en el Acuerdo impugnado, que 
desincentiva el consumo de productos no saludables mediante la prohibición de su venta y publicidad 
en todas las instituciones del Sistema Educativo Nacional. 
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La obligación de dar efectividad a los derechos humanos también tiene aplicación en los entornos 
educativos. Esta obligación requiere que los Estados adopten las medidas necesarias, hasta el 
máximo de sus recursos disponibles, para facilitar y promover el disfrute de los derechos y, en algunos 
casos, proporcionar directamente los bienes esenciales para ese disfruteclxxxix. Adicionalmente, las 
medidas dirigidas a dar efectividad deben garantizar un entorno óptimo para el pleno desarrollo de 
NNAcxc, lo que incluye la garantía de acceso al agua potable en las instituciones educativas públicas, 
así como la puesta en marcha de programas para la provisión directa de alimentos naturales y 
nutritivos a NNA, por ejemplo, a través de los programas de alimentación escolar. 

 

3.6. El Estado debe adoptar medidas para mejorar continuamente el goce de los derechos 
a la salud, a la alimentación adecuada y otros interrelacionados  

Los Estados están obligados a adoptar medidas decididas para mejorar de manera continua el goce de 
los DESCcxci. Esta obligación se encuentra ligada a la obligación general de proteger los derechos a 
través de la adopción de medidas de todo tipo, incluidas las legislativas, administrativas y regulatorias 
dirigidas a proteger a la población del impacto adverso en sus derechos humanos derivado de las 
operaciones y actividades del sector privadocxcii. Igualmente, se encuentra relacionada con la 
obligación de dar efectividad a todos los derechos humanos, que requiere que los Estados adopten las 
medidas necesarias para facilitar y promover el disfrute de los derechoscxciii.  

Aunque en 2014 se había adoptado un Acuerdo mediante el cual se establecían los lineamientos 
generales para el expendio y la distribución de alimentos y bebidas preparados y procesados en las 
escuelas del Sistema Educativo Nacionalcxciv, este no excluía todos los productos comestibles y 
bebidas no saludables, ni en todo momento, pues permitía la venta de algunos de ellos los viernes. El 
Acuerdo impugnado aumentó el nivel de protección al derecho a la salud, a la alimentación adecuada, 
a la educación y a la igualdad y no discriminación, así como al interés superior de NNA, al restringir la 
venta y publicidad de todos los productos que llevan elementos del etiquetado frontal de advertencia, 
entre otros productos no saludables, y en todo momento. De este modo, las disposiciones impugnadas 
de la Ley relativas a los lineamientos, así como la expedición en 2024cxcv del nuevo Acuerdo, dan 
cumplimiento a la obligación de adoptar medidas dirigidas a mejorar de forma continua el goce de los 
derechos en juego en el contexto de las ENT. Asimismo, dan cumplimiento a esta obligación en tanto 
las medidas dirigidas a la prevención y abordaje de las ENT deben reforzarse mutuamente para lograr 
una mayor efectividad. El Acuerdo impugnado se refuerza mutuamente con la normativa sobre 
etiquetado frontal de advertencia, declarada constitucional por esta Honorable Corte, dado que ambas 
medidas tienen por objetivo desincentivar el consumo de productos comestibles y bebidas no 
saludables. De este modo, el Acuerdo da contenido a la obligación de realización progresiva de los 
derechos humanos y no pueden ser considerados medidas regresivas, como lo arguye la quejosa.  

Por el contrario, el nivel de protección alcanzado a través del Acuerdo impugnado no puede ser 
desmejorado sin una justificación explícita y de suficiente entidad, so pena de violar el principio de no 
regresividad, que exige que los Estados se abstengan de adoptar medidas que deroguen, empeoren, 
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retrasen o interrumpan el nivel de goce o ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales 
alcanzadocxcvi, salvo que dichas medidas estén justificadas por razones de suficiente importanciacxcvii.  

 

4. La prohibición de la venta y la publicidad de productos no saludables es compatible con 
la libertad de comercio y concurrencia. 

La prohibición de la venta y la publicidad de productos comestibles y bebidas no saludables en las 
instituciones del Sistema Educativo Nacional impone una limitación constitucional a la libertad de 
comercio y de concurrencia de quienes producen, distribuyen y promocionan tales productos. Esto es 
así porque si bien la actividad que desarrollan es lícita, aspecto fundamental para poder ejercer esta 
libertad, dicha licitud no impide a las autoridades públicas adoptar regulaciones sobre la actividad ni 
establecer restricciones que buscan la protección de intereses y derechos constitucionalescxcviii.  

Al aplicar un test de proporcionalidad ordinario, que de acuerdo con la jurisprudencia de la Honorable 
Suprema Corte, es el que corresponde cuando no está involucrada alguna de las categorías 
sospechosas establecidas en el artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y cuando se trata de materias económicascxcix, el resultado es que la prohibición de la venta y la 
publicidad de productos comestibles y bebidas no saludables en los entornos educativos es 
constitucional. 

En relación con los fines de la prohibición, es necesario reiterar que los productos que manufacturan, 
venden y publicitan empresas como la quejosa tienen un impacto adverso sobre los derechos a la 
salud, la alimentación adecuada, la educación, y la igualdad y no discriminación, además del interés 
superior de la niñez. De este modo, el Estado mexicano, en cumplimiento de sus obligaciones de 
protección y garantía de los derechos humanos, ha venido tomando medidas dirigidas a desincentivar 
el consumo de productos comestibles y bebidas no saludables, que buscan la protección de los 
derechos humanos involucrados. La importancia, legitimidad y constitucionalidad de dicho objetivo 
fueron reconocidas por el Pleno de la Honorable Suprema Corte, se reitera, en los Amparos en 
Revisión 227/2022, 358/2022 y 465/2022, decididos por unanimidad en relación con la 
constitucionalidad del etiquetado frontal de advertencia. 

Ahora bien, la prohibición de la venta y publicidad de productos no saludables en todas las 
instituciones del Sistema Educativo Nacional busca el mismo objetivo inmediato, es decir, 
desincentivar el consumo de productos que tienen serios impactos adversos en la salud de todas las 
personas en México, en un ámbito de garantía de los derechos como son los entornos educativos. 
Como se expuso anteriormente, desincentivar el consumo de estos productos es clave para proteger 
los derechos a la salud y otros interrelacionados. De este modo, la finalidad de la prohibición está 
plenamente justificada. 

La medida escogida para alcanzar dicha finalidad, es asimismo idónea. Como se ha mostrado en este 
escrito, la amplia disponibilidad de estos productos y su publicidad, actividad por excelencia dirigida a 
incentivar el consumo, promueven su uso, afectando los derechos a la salud y otros interrelacionados 
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de todas las personas que están en estos espacios, que deben ser de promoción de derechos. 
Asimismo, tales actividades comerciales (la venta y publicidad) en entornos educativos pueden tener 
impactos adversos desproporcionados sobre personas en condiciones de vulnerabilidad 
socioeconómica o pertenecientes a grupos históricamente discriminados, así como sobre grupos de 
especial protección como son los y las NNA. De este modo, la prohibición de la venta y publicidad de 
productos no saludables es un medio apto y útil para alcanzar la finalidad inmediata de desincentivar el 
consumo de dichos productos, así como la mediata de garantizar los derechos humanos a la salud y 
otros interrelacionados. La evidencia científica libre de conflictos de interés, así como las 
recomendaciones emitidas por los organismos internacionales de salud pública (OMS y OPS), indican 
que las regulaciones para reducir la exposición a los productos no saludables, así como a su 
marketing,  como sucede en el caso bajo estudio con la prohibición de venta y publicidad de estos 
productos en instituciones educativas, son idóneas para prevenir y afrontar la crisis de ENT asociadas 
a la mala alimentación. Este tipo de medidas, han sido asimismo, respaldadas por diversos 
organismos y personas expertas en derechos humanos. Además, si bien la grada de necesidad no 
hace parte del test ordinario de proporcionalidad, la medida consistente en la prohibición de venta y 
publicidad de productos no saludables, también supera esta etapa, pues no existe otro medio 
alternativo a las medidas dirigidas a reducir la exposición y el consumo de estos productos, que logre 
en igual medida las finalidades buscadas. 

En relación con la proporcionalidad en sentido estricto de la medida, se tiene que, mientras de una 
parte es significativa la importancia del fin perseguido, esto es, la protección de los derechos humanos 
a la salud, la alimentación saludable, la educación y la igualdad y no discriminación, así como del 
interés superior de NNA y sus derechos, las limitaciones impuestas sobre la actividad de la quejosa no 
tocan el núcleo esencial de la libertad de comercio, ni son de una entidad equivalente o mayor que los 
fines buscados. Así, la prohibición impugnada no prohíbe crear una empresa con el objeto de 
manufacturar o comercializar productos comestibles y bebidas, o realizar dichas actividades 
comerciales,cc ni impide a la quejosa competir en las mismas condiciones que otras empresas 
dedicadas a las mismas actividades.cci Sumado a lo anterior, la medida impugnada no constituye una 
limitación a la libertad de comercio de tal entidad que alcance o supere la importancia de los fines que 
busca. Así, únicamente establece condiciones para el ejercicio de esta actividad, excluyendo las 
instituciones del Sistema Educativo Nacional de los ámbitos en los que las empresas que 
comercializan productos no saludables pueden venderlos y promocionarlos. Quedan, por lo tanto, a 
disposición de la quejosa múltiples formas de comercializar y promocionar sus productos. Asimismo, 
dado que las instituciones educativas continuarán ofreciendo a las y los estudiantes alimentos, queda 
a disposición de la quejosa la posibilidad de seguir ejerciendo su actividad en dichos ámbitos, siempre 
que ofrezca productos no sujetos a la prohibición. 

 

5. La prohibición de la venta y la publicidad de productos no saludables en las 
instituciones del Sistema Educativo Nacional no afecta el libre desarrollo de la 
personalidad 
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Aunque el argumento de la quejosa, según el cual el Acuerdo impugnado vulneran el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad, debería ser declarado inoperante, dado que la empresa que presentó el 
amparo no tiene la titularidad del mismo, nos permitimos respetuosamente, hacer algunas 
consideraciones acerca de por qué las disposiciones impugnadas no vulneran dicho derecho.  

Sea lo primero señalar que ni la Ley ni el Acuerdo impugnado prohíben a las personas comprar 
productos comestibles y bebidas no saludables, ni les imponen sanciones por comprar este tipo de 
productos. La medida, se reitera, es regulatoria de la actividad empresarial de manufactura y 
comercialización de productos no saludables, y excluye de entre los ámbitos en que se pueden 
comercializar y promocionar estos productos a las instituciones educativas. La limitación no es, 
entonces, a la libertad de elegir de las personas, sino a la comercialización y promoción de productos 
que tienen amplias consecuencias adversas para la salud y el goce de otros derechos humanos en un 
espacio que debería ser de garantía de derechos, como son los entornos educativos. Con la medida 
impugnada, todas las personas mantienen a salvo su capacidad de comprar estos productos fuera de 
las instituciones de educación y decidir si consumirlos o no. De esta forma, no hay afectaciones al libre 
desarrollo de la personalidad. Si bien se puede argüir que se hace más difícil ejercer dicha elección, 
precisamente el objetivo de la medida de salud pública y de protección a los derechos humanos es 
desincentivar el consumo de estos productos, lo cual se materializa, entre otras cosas, a través de su 
exclusión de ámbitos que tienen propósitos específicos de promoción de los derechos humanos, como 
son los entornos educativos. 

La jurisprudencia comparada también ha diferenciado las regulaciones de las actividades 
empresariales de aquellas medidas conocidas como paternalistas, las cuales sí podrían afectar el libre 
desarrollo de la personalidad. Así, la Corte Constitucional de Colombia, al declarar la constitucionalidad 
de la prohibición de venta de cigarrillos por unidad, señaló que “las medidas de corte paternalista que 
requieren un control estricto de constitucionalidad, son aquellas que suponen la imposición de una 
sanción so pretexto de realizar o no una actividad de auto-protección”ccii, como en el caso de 
imposición de multas a quienes no usen el cinturón de seguridadcciii.  Por lo tanto, son diferentes de las 
“que respecto de alguna conducta imponen otras cargas pero dejan intacto el margen de decisión del 
ámbito personal de los ciudadanos”cciv. 

Precisamente, la medida de prohibición de la venta y publicidad de productos comestibles y bebidas no 
saludables en las instituciones del Sistema Educativo Nacional impone limitaciones constitucionales a 
la libertad de comercio y concurrencia, pero deja intacto el poder de decisión de las personas 
consumidoras. De este modo, al no ser medidas que se puedan considerar paternalistas, no entran en 
conflicto con el libre desarrollo de la personalidad. En estricto sentido, es aparente el conflicto alegado 
entre la medida adoptada por el Acuerdo, y el derecho al libre desarrollo de la personalidad, y por lo 
tanto, la medida debería ser analizada únicamente frente a la libertad de comercio. 

Empero, incluso en el caso en que la medida fuera analizada desde la óptica de un conflicto con el 
libre desarrollo de la personalidad, el test de proporcionalidad arrojaría su constitucionalidad. Así, el 
derecho comparado también se ha ocupado de cuestiones relativas a prohibiciones y restricciones en 
el ámbito de la salud pública, y más concretamente en el consumo de tabaco. Al respecto, el Tribunal 
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Constitucional del Perú, al analizar una demanda presentada por personas fumadoras de tabaco, estas 
sí legitimadas para argumentar la violación del derecho al libre desarrollo de la personalidad, a 
diferencia del caso bajo estudio de la Honorable Corte, decidió que eran constitucionales las 
prohibiciones de fumar en todo espacio público cerrado, así como en las áreas abiertas de los 
establecimientos educativos para adultosccv.  

Al hacer el análisis de proporcionalidad, el Tribunal señaló que la finalidad de las referidas 
prohibiciones, que en todo caso no eran prohibiciones absolutas al acto de fumar, sino solo en ciertos 
espacios, era reducir el consumo de tabaco para proteger la salud de las personas fumadoras, así 
como evitar los altos costos para el sistema de salud de la atención de las afectaciones a la salud 
derivadas del tabaquismo. Ambas finalidades fueron consideradas constitucionales. Y en particular, 
sobre la finalidad de proteger la salud de los propios fumadores, el Tribunal señaló que la restricción a 
la libertad en propio beneficio de la persona también tiene un fin constitucional, “cuando tal restricción 
sea de grado ínfimo y tenga por objeto evitar la producción de un daño objetivo, grave e irreparable a 
un derecho fundamental titularizado por la persona restringida en su autonomía”ccvi. Asimismo, el 
Tribunal consideró que la idoneidad y necesidad de la medida para alcanzar los fines mencionados 
estaban probadas, tomando en cuenta los pronunciamientos de las autoridades internacionales de 
salud pública, con base en los hallazgos de la evidencia científica, y porque no había otra medida 
menos restrictiva del libre desarrollo de la personalidad que permitiera alcanzar la finalidad de reducir 
el consumo del tabaco con igual o mayor idoneidad que la prohibición demandada. Finalmente, en 
relación con la proporcionalidad en sentido estricto, el Tribunal señaló que las prohibiciones eran 
restricciones mínimas y no recaían sobre necesidades básicas para construir un proyecto de vida.  

En el caso concreto de la prohibición de la venta y publicidad de productos comestibles y bebidas no 
saludables en las instituciones del Sistema Educativo Nacional, que, se reitera, no constituyen 
medidas paternalistas sino regulatorias de la actividad empresarial, un test de proporcionalidad 
aplicado a la medida en relación con el libre desarrollo de la personalidad arrojaría la 
constitucionalidad de la medida. De esta forma, como se ha expuesto, la medida persigue fines 
constitucionales de gran relevancia: la protección de los derechos a la salud, la alimentación 
adecuada, la educación y la igualdad y no discriminación, así como de estos derechos en relación con 
el interés superior de NNA. Asimismo, la idoneidad y la necesidad de la medida están ampliamente 
soportadas tanto en la evidencia científica libre de conflictos de interés, como reflejada en las 
recomendaciones de la OMS y la OPS. Finalmente, en relación con la proporcionalidad en sentido 
estricto, aunque la carga recae realmente en las empresas, que deben comportarse de modo tal que 
no vendan o promocionen productos comestibles y bebidas no saludables en entornos escolates, se 
podría argüir que se hace más difícil para las y los personas acceder a dichos productos en estos 
espacios. Sin embargo, esta es una carga mínima, pues siguen pudiendo comprar estos productos 
fuera de los entornos educativos, sin que ello implique una limitación de tal entidad que sea 
equivalente a o supere los beneficios para los derechos humanos a la salud, la alimentación adecuada, 
la educación y la igualdad y no discriminación, así como el interés superior de NNA. Asimismo, se trata 
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de productos no esenciales, cuya exclusión de un ámbito, antes que tener implicaciones gravosas 
sobre su plan de vida, potencian su capacidad de realizarlo plenamente. 

 

 

 

6. Conclusión 

Los entornos educativos del Sistema Educativo Nacional son espacios fundamentales para la garantía 
de los derechos humanos a la salud, la alimentación adecuada, la educación y la igualdad y no 
discriminación de todas las personas, así como al interés superior de la niñez. La actual configuración 
de estos entornos, que permiten la venta de productos no saludables como los que llevan elementos 
del etiquetado frontal de advertencia, y la publicidad de estos productos, pone en riesgo y vulnera tales 
derechos. Por lo tanto, el Estado mexicano está obligado a adoptar medidas que materialicen tales 
derechos y a dar cumplimiento a sus obligaciones generales de respeto, protección y garantía, 
concretamente a través de la restricción de la disponibilidad y el marketing de productos comestibles y 
bebidas no saludables en las instituciones educativas, tal como lo hace el Acuerdo impugnado al 
prohibir la venta y publicidad de dichos productos, así como mediante el fomento y acceso a alimentos 
nutritivos y saludables. Ambas medidas, respaldadas por la evidencia científica libre de conflictos de 
interés y las autoridades de salud pública regionales y globales.  

Esta medida materializa, asimismo, la obligación del Estado de avanzar progresivamente hacia el goce 
pleno de los derechos involucrados, al establecer un mayor nivel de protección respecto de los 
lineamientos vigentes anteriormente, así como al formar parte de un paquete de políticas dirigidas a 
desincentivar el consumo de productos que tienen múltiples afectaciones sobre diversos derechos. De 
este modo, retrotraer sus efectos sin que medie una justificación robusta podría implicar la vulneración 
del principio de no regresividad en materia de derechos humanos. 

El Estado mexicano continúa consolidándose como un líder en la región para la protección de la salud 
pública y de los derechos humanos en el contexto de las ENT asociadas a la mala alimentación. Junto 
al etiquetado frontal de advertencia adoptado conforme a la mejor evidencia científica libre de 
conflictos de interés y la reciente actualización de la tarifa aplicada a los impuestos saludables sobre 
los productos comestibles y bebidas no saludables, la adopción del Acuerdo atacado en sede de 
amparo se constituye en una medida que buscan proteger los derechos humanos de todas las 
personas en México. En esta medida, es preciso que la Honorable Corte respalde las disposiciones 
impugnadas, de una parte, porque protegen diversos derechos humanos, incluyendo los de un grupo 
de especial protección como es la niñez. De otra parte, porque es una medida por excelencia 
preventiva que irradia sus efectos a lo largo de todo el ciclo de vida de las personas y puede tener 
efectos intergeneracionales positivos. 

Las instituciones educativas, incluidas las de educación media superior y superior, de acuerdo con el 
marco internacional de los derechos humanos, son esencialmente espacios de garantía de derechos y 
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no de negocios, que tienen por fin el desarrollo de la persona así como la promoción de derechos. Es 
incompatible con esta naturaleza la venta y promoción de productos que ponen en riesgo la salud 
pública y el goce de derechos de las personas. Adicionalmente, la educación se da no solo a través del 
plan de estudios, sino mediante las vivencias y el entorno. Por lo tanto, una educación que promueva 
el consumo de productos con serias consecuencias adversas para la salud y el goce de diversos 
derechos podría catalogarse como violatoria, en sí misma, de los derechos humanos.  

Las limitaciones a la libertad de comercio que supone la restricción a la venta y publicidad de 
productos comestibles y bebidas no saludables en instituciones educativas son plenamente 
constitucionales. Los fines de protección de los diversos derechos involucrados son de gran 
envergadura constitucional. La medida es idónea y necesaria para alcanzar dichos fines. La misma no 
toca el núcleo esencial de esta libertad, en tanto no impide a la quejosa dedicarse a su actividad ni 
competir en condiciones equivalentes con otras empresas del mismo rubro económico. Asimismo, no 
impone cargas de gran entidad que sean equivalentes o de mayor importancia que los fines que se 
persiguen con la medida. La quejosa podrá continuar vendiendo sus productos, excepto en entornos 
educativos del Sistema Educativo Nacional, y seguir ejerciendo su actividad comercial en estos 
entornos siempre que los productos que ofrezca cumplan con los criterios nutricionales establecidos 
por el Acuerdo. 

Si bien el argumento de una empresa como la quejosa sobre la supuesta afectación del libre desarrollo 
de la personalidad debería declararse inoperante por falta de legitimidad, de considerar la Honorable 
Corte que debe estudiarse el cargo, la medida no afecta dicho derecho. De una parte, no limita la 
capacidad de elección de la persona, al no imponerle prohibiciones ni sancione por el consumo de 
productos no saludables. Únicamente excluye de los ámbitos en que puede encontrar estos productos, 
a los entornos educativos. Así, se trata de una medida que no limita de ninguna forma la libertad de 
elección, sino únicamente la actividad económica, por lo que debería analizarse únicamente en 
relación con la libertad de comercio. Por otra parte, si se llegara a considerar que es una medida de 
tipo paternalista, al realizar el test de proporcionalidad, se concluye que es constitucional. Tiene fines 
constitucionales importantes; es una medida idónea para reducir el consumo de productos comestibles 
y bebidas no saludables; es necesaria y estrictamente proporcional, considerando que las afectaciones 
son mínimas, además de recaer sobre bienes que no son de primera necesidad, y que, por lo tanto, no 
tienen implicaciones gravosas sobre el plan de vida personal. 

Finalmente, es relevante poner de presente a esta Honorable Corte la conducta de las empresas de 
comestibles y bebidas, que, ya con ocasión del etiquetado frontal de advertencia, adelantaron más de 
100 amparos ante la justicia mexicanaccvii, tres de los cuales fueron decididos por esta alta instancia, 
negando sus pretensiones. Ahora, nuevamente, frente a una medida que pretende proteger la salud 
pública y garantizar múltiples derechos, como el Acuerdo impugnado, nuevamente presenta amparos. 
Si bien todas las personas tienen derecho al acceso a la justicia, la conducta de las empresas parece 
más que un ejercicio legítimo de dicho derecho, un intento de obstaculizar de manera sistemática la 
adopción e implementación de medidas protectoras del derecho a la salud y otros relacionadosccviii. 
Conducta esta frente a la cual la Honorable Corte debería actuar decisivamente, salvaguardando la 
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medida consistente en la prohibición de la venta y publicidad de productos no saludables de todos las 
instituciones del Sistema Educativo Nacional. 

 

Cordialmente, 

 

 

                                                  

Ariadna Tovar Ramírez     Isabel Martins Barbosa  
Abogada y Consultora Senior    Abogada y Directora Asociada 
Aft36@georgetown.edu      imb47@georgetown.edu    
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